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1.- VISTOS  

Se conoce por vía de apelación interpuesta por el procesado CARLOS GUSTAVO SALAZAR OTALVARO y su defensora, contra la sentencia de primer grado proferida por la señora Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), por medio de la cual lo declaró responsable en un delito de Tráfico de Estupefacientes (cultivo, financiamiento y conservación de plantaciones -art. 375 C.P.-) y le impuso como pena la de seis (6) años de prisión y multa de doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS 

Todo surgió a raíz de información de la ciudadanía -anónima-, del día doce (12) de abril de 2004, en donde se ponía en conocimiento que en la vereda “El Español”, sitio conocido como “El Infierno”, lote de propiedad de “un hermano de un Concejal de Santa Rosa de Cabal”, existía una plantación de “coca o amapola”.

Un investigador se desplazó hasta el lugar (lote ubicado entre los predios de FABIO N. y JORGE N. alias “El Abejorro”) y pudo apreciar un cultivo que ocupaba un área de 18x10 mts. del cual tomó una primera muestra (cuatro matas) para ser enviadas al Instituto de Ciencias Naturales de la Universidad Nacional de Bogotá. Este Departamento envío posteriormente el resultado del análisis, el cual arrojó un positivo para “COCA”.

Cerca de ese cultivo, se encontraba una persona que dijo llamarse JOHANY, manifestó ser trabajador de don CARLOS propietario de la finca “La Soledad”, y que estaba al cuidado de un cultivo de yuca.

Con ese precedente, se emitió orden de allanamiento a la finca “La Soledad” (propiedad de la familia del acusado), en donde se hallaron matas de similares características a las anteriores, al igual que un “semillero” (87 plantas pequeñas) alrededor de la casa de habitación principal y el cuartel de trabajadores. En ese lugar se encontraba en condición de administrador y único residente el señor CARLOS GUSTAVO SALAZAR OTALVARO, razón por la cual se procedió a su retención. A continuación se inspeccionó el lote conocido como “El Infierno” (propiedad del acusado y ubicado dentro de la finca “La Soledad”), hasta donde llegaron las autoridades guiadas por el mismo SALAZAR OTALVARO y  encontraron un cultivo con alrededor de 5.047 semillas y plantas, en una extensión de una cuadra aproximadamente. Estas plantas fueron arrancadas y se enviaron algunas como contra muestra al laboratorio, lo que dio resultado positivo para “coca”.

Desde un comienzo el aquí comprometido sostuvo que la finca “La Soledad” estaba arrendada en un 85% para el cultivo de la yuca a BAYRON EMILIO NOREÑA quien tenía como capataz a PABLO BORJA (testimonios no recepcionados) y, el lote “El Infierno”, fue alquilado verbalmente a CARLOS ANDRÉS ARCILA para la siembra de cultivos de pan coger. Aclaró que desde hacía mes y  medio el citado ARCILA no había vuelto a la finca “La Soledad”. También aseveró el implicado, que él residía en esa finca desde el mes de febrero de ese año y desde antes iba dos o tres días a la semana, pues era el encargado de cuidar.

3.- IDENTIDAD 

CARLOS GUSTAVO SALAZAR OTÁLVARO, es hijo de Luis Felipe y Aseneth, natural de Marsella (Rda.) donde nació el día once (11) de Junio de 1977, titular de la c.c. No 18’614.756 de Santa Rosa de Cabal, residente en la finca “La Soledad”, vereda “El Español” de ese mismo Municipio, con grado de instrucción tres semestres de ingeniería de sistemas y tres años de Derecho, se desempeña como administrador del citado predio.

4.- CARGOS
Con fundamento en la diligencia de allanamiento y en el resultado de análisis de laboratorio a la muestra y contramuestra, la Fiscalía General de la Nación a través de su Delegada Treinta ante el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, decidió proferir resolución de acusación en contra del citado SALAZAR OTALVARO, como autor material responsable en la conducta que define el artículo 375 bajo el rubro de Conservación o Financiación de plantaciones y que es del siguiente tenor: “El que sin permiso de autoridad competente cultive, conserve o financie plantaciones de marihuana o cualquiera otra plante de las que pueda producirse cocaína, morfina, heroína o cualquiera otra droga que produzca dependencia, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de doscientos (200) a mil quinientos salarios mínimos legales mensuales vigentes”… “Si la cantidad de plantas de que trata este artículo excediere de veinte (20) sin sobrepasar de cien (100) la pena será de cuatro (4) a seis (6) años de prisión y multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.

5.- FALLO 

La señora Juez del conocimiento en una amplia disertación, luego de advertida acerca de la posición antagónica de las partes, decidió acoger la posición Fiscal en atención principalmente a que a su juicio era de plena aceptación la diligencia de allanamiento llevada a cabo en los citados predios para los efectos penales que aquí correspondían, la cual gozaba de legalidad.

A su juicio, quedó establecido que la siembra ocurrió en lote de propiedad de CARLOS GUSTAVO SALAZAR; de igual manera, no fue probada la actividad desarrollada por una tercera persona que buscara enredar punitivamente al encartado, y estaba clara por demás la permanencia del aquí procesado y su trabajo cotidiano en la finca de la cual hace parte el lote denominado “El Infierno”, obviamente con la colaboración de otras personas pues esa clase de cultivos y su extensión implicaban una actividad mancomunada. Concluye entonces que quien allí también permanecía, de nombre JOHANY, no mintió, simplemente era el ayudante de CARLOS GUSTAVO para el momento de la primera visita de la autoridad, sin ser aprehendido porque para ese entonces no existía certeza acerca de la verdadera calidad del vegetal ilícito.

Llamó fuertemente la atención sobre la prueba arrimada al proceso que pretendía confirmar la versión exculpatoria del procesado, en especial un escrito presentado por el Corregidor de la Vereda “El Español” quien refiere la presencia en esa dependencia de un hombre que dijo ser CARLOS ANDRÉS ARCILA, quien supuestamente se atribuye la responsabilidad en este ilícito al aseverar que “por su culpa estaba detenido CARLOS GUSTAVO”. Manifestación que no tiene un fundamento lógico y debía descartare por inverosímil.

Por el contrario, dio fe a la prueba de cargo, incluido el testimonio del señor HUERTAS JIMÉNEZ, quien no sólo desvirtúa que JORGE ARIEL MORALES “El Abejorro” tuviese participación en ese semillero de coca, sino que da fe que el aquí comprometido CARLOS GUSTAVO SALAZAR era la persona que administraba el cultivo ilícito. De otra parte, no estimó probado el contrato verbal de arrendamiento con un tal CARLOS ANDRÉS ARCILA, porque no hay seguridad de su celebración y porque a esta persona, a pesar de ser un lugar tan pequeño y haberse quedado allí supuestamente varios meses, no lo conoció la comunidad.

A su entender, son valiosos los datos que arrojaron los documentos hallados en casa del procesado, como por ejemplo una cédula expedida en Mocoa (Putumayo) y una factura de acarreo de maleta con rodachines cuyo remitente es CARLOS GUSTAVO, lo que de alguna manera indica vínculos del aquí implicado con personas de esa región; un contrato de arrendamiento de predio rural de la Vereda “El Español”, celebrado entre SALAZAR OTÁLVARO y un sujeto EDWIN SALAZAR, única y exclusivamente para cultivos de pan coger; finalmente, un papel con unas fórmulas para el manejo de la siembra de semillas, lo cual, si bien no es contundente, guarda cierta relación o compatibilidad con la elaboración de la cocaína.

Con relación a los experticios rendidos sobre el material incautado, se sostiene en lo definido en incidente de objeción acerca de su no prosperidad toda vez que el argumento de no mismidad no tiene asidero en este caso concreto.

Finiquita la actuación con la imposición de una pena de seis (6) años de prisión y multa equivalente a doscientos s.m.l.m.v., e interdicción de derechos y funciones públicas por igual período.

6.- RECURSO

6.1- La Defensa

Aporta los siguientes argumentos:

- Su defendido fue condenado por ser propietario de un terreno que alquiló y en el cual supuestamente se cultivó coca.

- Acerca de la materialidad de la infracción, señala que aquí no hay prueba de que esas plantaciones sean coca, toda vez que fueron allanados dos predios distante uno de otro aproximadamente hora y media, en uno encuentran masas y semillas, mientras en el otro sólo semillas. Fusionan ambos vegetales y cogen al azar de un costal doce (12) matas, todo lo cual es enviado a la Universidad Nacional para su análisis, entidad que emite un concepto que no tiene requisitos de dictamen pericial; luego regresa y se remite tal cual a Medicina Legal sin rotulación, momento en el cual se hace constar que las matas eran quince (15) y no doce (12). Se pregunta entonces: ¿dónde quedó la cadena de custodia?, ¿la que revisó la Universidad Nacional es la misma que identificó Medicina Legal?, ¿Se trata de la decomisada a su representado? Concluye que no hay certeza que lo decomisado sea coca y un video en donde se observan plantaciones no permite hacer tal afirmación.

- La señora Juez hizo varias reflexiones respecto de la existencia del contrato de arrendamiento, de todo lo cual aprecia que queda la duda y esta debe ser resuelta a favor de su procurado. De haber existido el contrato de arrendamiento, entonces ¿debe responder por el ilícito?, considera que no porque quien alquila un predio no puede responder por lo que allí se haga.

- No es cierto que CARLOS ANDRÉS ARCILA (arrendatario), haya desaparecido, distinto es que no pernoctara en ese predio.

- Si CARLOS GUSTAVO trabajó en complicidad de otros que ya desaparecieron,  no se entiende la razón para seguir en la misma actividad, en lugar de irse y destruir las plantaciones.

- El porcentaje de la finca “La Soledad” que estaba alquilada es del 85%, luego entonces, es muy factible que ese terreno donde estaba la semilla hacía parte de lo alquilado con contrato escrito.

- Solicita se tengan en cuenta las versiones del Inspector de Policía y del Comandante de Estación, quienes dieron fe de la existencia del inquilino CARLOS ANDRÉS ARCILA y de su alejamiento. Como la señora Juez duda acerca de esa información, entonces esa duda debe favorecer a su representado pues la Fiscalía no hizo nada para esclarecer el punto (violación del principio de investigación integral).

6.2.- El procesado

En concordancia con lo manifestado por su defensora, expone en sus propias palabras:

- Sobre las plantas en germinación en cantidad de 84, halladas en el predio “La Soldad”, no se realizó experticio técnico que certifica que en realidad se trataba de cocaína. Hubo una fusión.

- Se dio credibilidad a un anónimo que afirmó que las plantas fueron encontradas en una finca de un concejal de Santa Rosa (su hermano); cuando es situación desvirtuada en el proceso dado que su colateral no tiene predios. La realidad es que la finca “La Soledad” es de su señora madre, quien la recibió en sucesión de su padre; en tanto el otro terreno en donde se encontró el plantío, figura a su nombre también por sucesión de su padre. Aclara que ambos predios no son contiguos, están distantes unos cinco kilómetros. La Justicia no puede entonces admitir “testigos de oídas”. 

- Se dio también credibilidad a un panfleto que de manera extraña llegó a la Fiscalía, sin que se averiguara acerca de su verdadero origen.

- No se tomaron en cuentas las graves inconsistencias y falsedades en que incurre el  oficial JORGE HERNÁN VALENCIA en su informe policivo.

- Inexplicablemente no se detuvo al sujeto que dijo llamarse JOHANI y ser empleado suyo, pues si se le sorprendió en esa finca, en flagrante delito, era posible su captura. No vale el argumento de la señora Juez en cuanto a que para ese instante no se tenía claro si se trataba o no de plantaciones ilícitas, pues entonces el simple hecho de ingresar a esa finca ya era una actuación arbitraria.

- Se mencionan también unos “apuntes” que había dejado el señor ARCILA en “La Soledad”; cuando se sabe que son escritos que él mismo guardó a la espera de que éste regresara.

- No es cierto que el citado ARCILA haya abandonado su predio tres (3) meses antes del allanamiento. Esto ocurrió tan solo mes y medio antes de la presencia de la autoridad, volviéndolo a ver posteriormente como veinte días antes de esa diligencia.

- Nunca había visto matas de coca, pues mantiene en Bogotá y a esa finca va “esporádicamente” pues la tenía alquilada; incluso ve muy coincidente que precisamente cuando llega la autoridad los demás se han marchado y él se encuentra allí.

- La señora Juez seguramente desconoce que los contratos de arrendamiento también pueden celebrarse en forma oral.

- Es absurdo que se piense algo anormal por el hecho de haber ido a la ciudad de “Mocoa” a vender unos juegos pirotécnicos, porque eso lo puede hacer cualquier persona sin estar vinculado a negocios ilícitos.

7.- MOTIVACIÓN

Para comenzar, son varios puntos en los cuales convergen defensa y procesado en sendos recursos para contrarrestar la eficacia demostrativa de lo vertido en su contra. Así se dice que no hay coincidencia entre lo encontrado inicialmente y que fue objeto de examen por el laboratorio de la Universidad Nacional de Colombia, con lo enviado posteriormente de manera inapropiada en el allanamiento a dos terrenos distintos, alejado uno del otro. La inicial y principal argumentación por parte de la defensa, entonces, es la tacha de la evidencia física a través de su cadena de custodia y el resultado de laboratorio que concluyó era un plantío de COCA, con lo cual, resta crédito a la tipicidad del comportamiento atribuido a su representado.

A juicio de la Sala, en realidad aquí se ha querido hacer notar una confusión inexistente, pues, como bien lo analiza la señora Juez de instancia, esas primeras plantas (cuatro en total) fueron enviadas en una actividad de verificación por parte de los organismos de seguridad del Estado al laboratorio en Bogotá, en aras de procurar establecer de qué clase de cultivo se trataba. Esa recolección estaba autorizada en consideración a la información que se tenía acerca de la comisión de conducta delictiva. Era una muestra preliminar que arrojó resultados positivos y que más tarde se confirmó con la incautación de otros vegetales al momento de llevarse a cabo un allanamiento legítimo dispuesto por la Fiscalía, a consecuencia de lo cual se efectuó un análisis químico por parte del Instituto de Medicina Legal, sin viso alguno de irregularidad pues se sabe que las plantas y semillas que allí se analizaron eran las procedentes de los aludidos predios. 

Decir que se mezclaron las plantas, que no se individualizó lo que se encontró en el lote “El Infierno” y lo hallado en la finca “La Soledad”, es argumento ficticio, toda vez que se trata de un mismo predio, pues aquél es solo una parte integrante de ésta. Era una sola heredad administrada precisamente por el señor CARLOS GUSTAVO, luego entonces, lo hallado tanto en el primer lote como lo encontrado alrededor de la casa principal (semillero) de la finca, debe tenerse como el producto de una misma acción delictiva.

No hay lugar a dudar del resultado científico de la clase de hierba incautada. A falta de uno, varios fueron los exámenes practicados y varios los resultados con idéntico resultado positivo para COCA.

Basta decir que en este proceso se llevó a cabo un incidente de objeción a la forma como se llevó a cabo el dictamen, a su motivación y a sus conclusiones, que terminó con una decisión interlocutoria por medio de la cual se negó la pretensión defensiva y que fue objeto de un recurso de apelación del cual posteriormente desistieron procesado y defensora. Esa determinación judicial quedó por tanto en firme, precisamente a voluntad de los sujetos procesales que a esta altura procesal pretenden promover un debate ya clausurado.

En lo que hace al material probatorio allegado al expediente y del cual se desprende el fallo de condena, corresponde decir que un análisis de conjunto indica lo siguiente:

La noticia inicial acerca de que en ese lugar se estaba cometiendo un ilícito, proviene de un anónimo que al final resultó ser totalmente verídico. Allí se responsabilizaba de esa actividad cultivadora al hermano de un Concejal del Municipio de Santa Rosa de Cabal, lo que a la postre resultó ser cierto, pues era precisamente CARLOS GUSTAVO SALAZAR la persona apersonada del cuidado y administración de la finca “La Soledad” de la cual hacía parte un lote denominado “El Infierno” en donde se hallaron gran cantidad de matas cuyo examen, ya lo dijimos, arrojó resultado positivo para COCA.

Desde los mismos albores de la investigación se obtuvieron datos contundentes que orientaron a las autoridades hacia el señalamiento del señor SALAZAR, toda vez que al momento de hacer presencia en esos terrenos, se encontró a un sujeto que dijo llamarse JOHANY y aseguró trabajar para “don CARLOS”. Este personaje no fue inventado por los investigadores, era un ser de carne y hueso que en efecto realizaba labores del campo y era conocido de CARLOS GUSTAVO, como se desprende de la misma información suministrada por el comprometido cuando nos dice que en realidad a ese lugar llegaba con frecuencia una persona con ese nombre, que era un familiar de una amiga suya que vive en Bogotá, que a veces se quedaba en la finca ayudándole en el trabajo. Fue una salida en falso por tanto que posteriormente se quisiera hacer creer que esa persona muy seguramente no era JOHANY sino CARLOS ANDRÉS ARCILA, personaje este sí fantasmagórico cuya existencia se pone en duda. 

Sobre éste último particular, lo vertido al proceso por el Corregidor de la Vereda “El Español”, antes que beneficiar al aquí comprometido, termina por oscurecer aún más su responsabilidad, toda vez que no obstante el conocimiento directo que tenía acerca del problema surgido en ese predio y de poseer la autoridad necesaria para cooperar en el esclarecimiento de este asunto, no hizo lo que en una situación como esas se esperaba de él. Son por tanto afirmaciones sin sentido, incoherentes e inverosímiles que por lo mismo sólo ameritan reproche.

Por el contrario, una afirmación acorde con la experiencia y con la sana crítica probatoria, si está clara en el expediente: BIEN DIFÍCIL CREER QUE ALGUIEN SE ARRIESGUE A SEMBRAR CULTIVOS ILÍCITOS A ESPALDAS DEL PROPIETARIO DEL TERRENO. Sería acto de inusitada ingenuidad, máxime cuando se sabe que el propietario permanece a relativa distancia y ejerce la correspondiente custodia de sus bienes. 

Así se quisiera dar por cierta la presencia del mencionado CARLOS ANDRÉS ARCILA, individuo que supuestamente celebró un contrato “verbal” de arrendamiento con CARLOS GUSTAVO y quien a su juicio debería responder por este delito, tendríamos que decir que ya se había ido desde hacía buen tiempo del lugar (cerca de dos meses según se refiere) y de ese modo surgen dos situaciones comprometedoras para SALAZAR OTALVARO: la primera, que si eso fue así entonces necesariamente debió apersonarse de lo existente en el terreno y hacerse sabedor de la existencia del cultivo ilícito, pues está demostrado que durante todo ese tiempo CARLOS GUSTAVO si residía en ese predio con la misión de administrarlo; y la segunda, que esos terrenos fueron encontrados en buen estado de preservación (no tenían maleza), con lo cual, no quedaron abandonados luego de la supuesta partida de ARCILA y de JOHANY.

Lo anterior, sin contar el testimonio del señor GUSTAVO HUERTAS JIMÉNEZ (coadministrador desde hacía un año de una tierra colindante a la que fue objeto de allanamiento, cuyo relato es confirmado por SERGIO HENAO SÁNCHEZ), quien no dudó en sostener que la persona que fue detenida bajaba con frecuencia al lote “El Infierno” en donde decía tener un cultivo de cítricos, cuando la verdad es que eran unas matas de coca; agrega, que nunca observó a persona distinta al citado bajar por ese predio, ni se supo de otro sujeto con el nombre de CARLOS ANDRÉS ARCILA.

El mismo relato que nos hace el procesado en su escrito recurrente, es en sí mismo contradictorio, pues intenta asegurar que su presencia allí era esporádica, pero posteriormente menciona que veía al citado ARCILA pasar por el lugar con frecuencia, pues no solo sabe la fecha exacta en que se fue sino que lo vio posteriormente unos veinte días antes del allanamiento. 

Digamos entonces que si esas personas se fueron y él se quedó ahí solo con el vegetal durante tanto tiempo (recordemos que el mismo CARLOS GUSTAVO aseguró que siempre iba dos o tres veces por semana y que desde hacía tres meses ya residía y administraba esos terrenos), es apenas lógico concluir que no se iban a alejar sin antes arreglar cuentas con el aquí justiciable, pues al fin y al cabo iban a dejar un cultivo que representaba un gran valor para ellos, fruto de su trabajo. ¿Con quien más se iban a entender si no era con CARLOS GUSTAVO, persona con la cual, según se afirma, habían contratado? 

Con todo ello, sobran otras disquisiciones para aseverar que la determinación adoptada en primera instancia fue acertada y merece confirmación.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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